
Escuela judicial.
Documento de sustentación.
Planteamiento.
El logro, mantenimiento y mejora de un sistema de gobernabilidad democrática precisa un Poder Judicial establecido y orientado, como servicio público, al ejercicio de forma independiente, responsable , imparcial y profesional de la función jurisdiccional.

Alcanzar este resultado comporta, necesariamente, dotar de igual perfil a los concretos jueces y magistrados que integran dicho Poder Judicial, como reales y únicos titulares de la  función jurisdiccional en la que el Poder Judicial se materializa.

Llegar a esta meta precisa, necesariamente, y como  imprescindible factor institucional, preparar, ofrecer, garantizar y exigir a todos y cada uno de los integrantes del Poder Judicial, unos conocimientos,  unas aptitudes, la asunción de la defensa de unos valores adecuados en todo momento a las exigencias técnicas institucionales, sociales y de política judicial derivadas de la aplicación de un modelo constitucional de juez garante de derechos y libertades.

Precedentes declaraciones y avances de Cumbres y Encuentros sobre la materia.
Como punto de partida sobre el que ha girado el tratamiento de la cuestión en las precedentes ediciones de Cumbres y Encuentros ha de señalarse la idea fuerza de que la capacitación, entendida como derecho-deber, debe ser una prioridad para los Poderes Judiciales por considerar que en la medida en que jueces y magistrados estén mejor capacitados, estarán en condiciones de responder mejor en su desempeño a las expectativas de la  sociedad.   

Tal es la concepción que subyace en el Estatuto del Juez Iberoamericano, aprobado por la VI Cumbre, que dedica ocho artículos a la capacitación de la judicatura, en su doble acepción de inicial y continuada, así como a aportar ideas básicas sobre las instancias a las que debe ser encomendada dicha capacitación. 

En la misma línea vino a expresarse posteriormente la Declaración emanada del II Encuentro (Barcelona, 2001), centrando su atención en el análisis de las distintas modalidades de capacitación (inicial, continua, presencia, etc.)

La cuestión fue tratada asimismo, dado su carácter trascendental para nuestros Poderes Judiciales, por la VII Cumbre, dando lugar a una Declaración específica en la que, tras resaltar su prioridad y la necesidad de implementar y adaptar la capacitación a los cambios que están sufriendo nuestras sociedades, mejorando sus recursos humanos y materiales, proponía una serie de acciones de fortalecimiento de las Escuelas Judiciales y de la capacitación en particular.

Que duda cabe que un decisivo avance en el objetivo de concertación y cooperación en materia de capacitación judicial, lo constituye la conformación (a partir de la VI Cumbre) de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales (RIAEJ), cuyos trabajos desde entonces han supuesto un mecanismo de intercambio de información y valiosas experiencias entre nuestros centros de capacitación y formación judicial.

Necesidad de profundizar en la materia.
Con el propósito de fortalecer la capacitación de los futuros juzgadores resulta esencial insistir en el establecimiento de Escuelas Judiciales para la formación inicial y permanente, tanto sea como reciclaje, actualización o especialización. A su vez, se entiende que esta capacitación deberá considerarse como una causa de preferencia para el ingreso y ascenso en la carrera judicial. 

En ese marco, las Escuelas Judiciales se constituyen en el instrumento adecuado para obtener los objetivos propuestos. Lo importante, y de ahí el interés de esta nueva declaración, es concebirlas, no como meros centros de formación, sino como un factor institucional de primer orden en el logro de un Poder Judicial dotado de las características y las garantías que han quedado precedentemente descritas. Son y deben ser un elemento necesario de la arquitectura institucional de que deben dotarse los Estados y sus Poderes Judiciales.

Pero su sola existencia no basta. Precisan de una actitud activa de todos los poderes públicos que, coordinadamente, faciliten su creación, dotación, consolidación, refuerzo institucional y eficacia funcional. Este reforzamiento institucional expresa el compromiso e implicación de los Poderes Judiciales en la misión, visión, objetivos y planes de la Escuela Judicial.

Las Escuelas Judiciales, desde el paradigma que ya constituye el acervo de Cumbres y Encuentros, se conciben como órganos o instituciones técnicas, especializadas en su función, profesionalizadas en sus componentes, académicamente autónomas y funcionalmente eficaces.

Es elemento nuclear e indispensable su autonomía académica, entendida como la capacidad de autoorganización pedadógica en contenidos y métodos, bajo los principios de rigor científico, planificación de la actividad, exigencia y calidad profesional de sus integrantes, pluralismo ideológico en su actividad, pluralidad metodológica en sus recursos, pedagogía activa en su aplicación, objetividad e imparcialidad en la actuación educativa, respeto a la discrecionalidad técnica de sus equipos docentes, responsabilidad de sus gestores, seguridad jurídica en su actuación e interacción con la sociedad civil.

La eficacia funcional se traduce en la suficiencia de medios humanos y personales, la dotación de instrumentos jurídicos adecuados al desarrollo de su función, la creación de condiciones y garantías de desarrollo, mejora, estabilidad y permanencia de los proyectos pedagógicos y funcionales y la construcción de un entorno operativo que optimice sus resultados y dinamice y promocione a sus equipos humanos.

Se plantea incluso la necesidad de que las Escuelas Judiciales concierten con las facultades de Derecho el intercambio de información referente a la vocación de los estudiantes por la carrera judicial, su interés por esta y la imagen que tiene la comunidad universitaria de la rama judicial y de los jueces. 

Se entiende que las actividades de formación y capacitación integral, tanto de los postulantes a ingresar en la carrera como de los jueces en actividad,  deberán adecuarse al modelo o perfil que determinen las pautas nacionales en cada caso, que respetarán en todo caso un modelo constitucional de juez homologable a los parámetros y estándares internacionales, y más específicamente: iberoamericanos, en la materia.

No obstante, se acordarán objetivos de la Escuela Judicial en dos funciones o áreas, la de formación inicial y la de formación continua.

Como complemento y modo de hacer efectiva la incidencia de la Escuela Judicial deberá preverse especialmente la vinculación de la capacitación recibida con la carrera judicial, tanto en oportunidad de resolver el ingreso como el ascenso, sea acordándole exclusividad, prioridad o mérito especial.

Se procurará coordinar, bajo el principio de planificación y coordinación administrativa la determinación de contenidos, modalidades, duración, metodología y formas de evaluación de la capacitación impartida, así como los criterios de selección de los docentes y discentes para las actividades de la escuela.

La formación inicial.
En cuanto al área de la formación inicial o capacitación para el ingreso a cargos de la magistratura, los objetivos serán: 

1. contribuir a la determinación del perfil o modelo del juez previamente definido atendiendo a las pautas previstas en el Estatuto del Juez Iberoamericano y en los parámetros y estándares internacionalmente aceptados;

2. complementar la formación jurídica de los aspirantes mediante la capacitación en habilidades y destrezas y valores y actitudes necesarias para el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, superando eventuales carencias de la formación previa y apuntando a los aspectos y temas de más frecuente aplicación en los cargos de ingreso;

3. complementar la capacitación en los aspectos administrativos concernientes a la organización judicial y como jerarca de su sede, especialmente en tareas de organización y gestión;

4. formar la personalidad del juez reafirmando los principios básicos del sistema judicial  (independencia, autonomía, autoridad y responsabilidad).

5. Promover la reflexión crítica sobre el rol de juez en la sociedad contemporánea.

Para la formación inicial, los contenidos se orientarán hacia disciplinas instrumentales, tales como métodos alternativos de resolución de conflictos, hermenéutica y sistemática jurídica, fundamentación racional de la decisión - y disciplinas jurídicas de más frecuente aplicación en los cargos de ingreso a la carrera judicial, así como disciplinas formativas de la personalidad del juez. Se prevé también la formación respecto de la estructura y reglas que rigen la organización judicial.  

En cuanto a las modalidades de enseñanza se marca preferencia por la centralización, la educación presencial, la metodología de enseñanza activa y participativa previendo cursos y pasantías. La forma de evaluación estará expresamente prevista y atenderá tanto a aspectos teóricos como al desempeño práctico. 

Se procurará acordar una duración mínima de los cursos de formación inicial que haga posible un desarrollo eficiente de los programas docentes, estableciendo parámetros generales para la carga horaria total y su distribución entre los diversos tipos de disciplinas.  

Los aspirantes a cursar deberán ser seleccionados, mediante un procedimiento que comprenderá la convocatoria pública e igualitaria a interesados, preselección en base a antecedentes mérito, capacidad, y aplicación del principio de igualdad de oportunidades y transparencia en los proceso de selección  pruebas de rendimiento,  evaluación psicológica y entrevista.

En cuanto a la selección de los docentes para el programa inicial, se considera prioritaria la participación de magistrados o ex magistrados, con el fin de que el aspirante pueda recibir el aporte de experiencias en el ejercicio de la función. Deberá también preverse un sistema de evaluación del desempeño docente.

La formación continua.
En el área de la formación continua, se tenderá a los siguientes objetivos:

1. facilitar la actualización en  las materias jurídicas de más frecuente aplicación;

2. organizar actividades de reciclaje para apoyo de los jueces en actividad que lo requieran;

3. capacitar ante reformas normativas y/o nuevas tendencias doctrinarias o jurisprudenciales;

4. formar en áreas de conocimiento no estrictamente jurídicas pero que se consideran de importancia para la prestación del servicio (medicina legal, criminología, documentología, informática, etc.)

5. portar para la formación humanística complementaria (retórica, sociología, psicología, etc.); y

6. generación de recursos bibliográficos, documentales o virtuales de apoyo y soporte a la formación.

Para la formación continua, los contenidos apuntarán a: métodos alternativos de resolución de conflictos, disciplinas jurídicas, metajurídicas vinculadas con el ejercicio de la función jurisdiccional y humanística, análisis permanente de la evolución social y técnico jurídica de los conflictos más habituales en  el ejercicio de la jurisdicción

Respecto a las modalidades de enseñanza podrá optarse por la centralizada o descentralizada,  presencial o a distancia, procurando siempre un aprendizaje activo y participativo, apoyándose en las experiencias comparadas y en relación mediante la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales con los centros de otros países. 

También se prevé como opcional según la correspondiente legislación de cada país, la decisión de si los participantes en este tipo de actividades de capacitación continua serán o no evaluados recomendándose lo sean cuando se pretenda hacerse valer a cualquier efecto de evaluación de desempeño o de progreso dentro de la carrera judicial. (art. 28 y 30 Estatuto del Juez)

Deberá decidirse igualmente si la capacitación permanente será obligatoria u opcional, pudiendo preverse que, en determinadas circunstancias, pueda ser preceptiva (Estatuto del Juez Iberoamericano art.23). Con la sugerencia o conveniencia de que sea obligatoria.

La formación continua estará destinada exclusivamente a jueces en actividad sin perjuicio de ser destinada a otros operadores del sistema y en caso de ser necesario seleccionar los participantes en determinadas actividades, se seguirá un procedimiento que comprenderá convocatoria y selección en base a antecedentes universitarios y aprobación de cursos específicos de formación especializada (Escuela Judicial),  así como la consideración de las necesidades del servicio, respetando siempre el principio de igualdad de oportunidades.

La elección de docentes para las actividades de esta área puede encararse con mayor amplitud, buscando en todo caso a los mejor capacitados (profesores universitarios, expertos, jueces, etc.) apuntando a niveles de excelencia y a procedimientos objetivos para su selección, y garantizando permanentemente un pluralismo metodológico e ideológico en el cuerpo docente.  

La Escuela Judicial impulsará actividades de investigación organizando seminarios sobre temas jurídicos de especial interés,  tales como análisis de aspectos procesales y administrativos que repercuten en la duración de los procesos o la calidad de los fallos.

Se estimulará la publicación de monografías e informes de conclusiones a que se arribe en las actividades de capacitación e investigación. 

Las actividades de formación programadas se harán saber a todos los eventuales interesados a través de un boletín informativo publicado regularmente.






























































